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I. DIAGNÓSTICO 

 

El Departamento de Oruro en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 

autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No se entregó al Departamento de Oruro las nuevas atribuciones 

que les concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, 

mediante un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los Departamento de Oruro 

“califiquen” para sus nuevas competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los Departamento de Oruro “en el marco de” alguna política o 

ley nacional (art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en 

los hechos los Departamento de Oruro no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la 

obligación de  adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas del Departamento de Oruro, como la revocatoria del mandato de los gobiernos 

departamentales, serán normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan 

la autonomía municipal.    



Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (Departamento de Oruro) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha 

negociado detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra 

parte, la Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los Departamento de Oruro 

competencias adicionales, cosa que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el 

contrario, la aprobación de leyes nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre 

competencias exclusivas cumplan, todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos 

procedimientos. Este tipo de leyes no son compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar 

las políticas sobre determinadas materias, las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios 

entre sí, que sean auspiciados por el nivel nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

del Departamento de Oruro, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas 

por el nivel nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución Política del Estado  da a las autonomías municipales la potestad de 

crear y administrar impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los 



Departamento de Oruro son tan dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, 

algunas de las cuales –y cada vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar 

en lo que el Departamento de Oruro creen que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos 

generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 

Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores al  Departamento de Oruro y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que el  Departamento de Oruro no pueden 

resolver actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos 



productivos basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales 

con las mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, encargado de 

comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de esto, la 

definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobiernos municipales, cómo se 

administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

   II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  



 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 

que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del Departamento de Oruro, tomando en cuenta de que éstos ofrecen 

excelentes resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para el 

Gobierno Autónomo Departamental de Oruro. 



o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y la crianza de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en el Gobierno Autónomo 

Departamental de Oruro., etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   

Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 



 El ordenamiento urbano y territorial de los Departamento de Oruro, a fin de mejorar las 

condiciones de habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de 

una manera que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario 

debe ser regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los 

servicios urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, 

paisajes, y respeten el patrimonio natural y también el cultural del Departamento de Oruro 

(respeto de algunas edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización del Departamento de Oruro ocupados por las tres grandes urbes del 

país, de forma democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá 

eliminar las zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo 

de cultivo de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que 

impere la ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa 

para la honestidad y la transparencia de los gobiernos departamentales. Para ello se 

requiere concertar una política nacional y departamental. 

 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los Departamento de 

Oruro deben ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática 

de agua potable y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: 

electricidad, telecomunicaciones, etc.  



 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 

Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Departamental debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   



b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el Departamento de Oruro. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 

 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el Departamento de Oruro.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 



En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el Departamento de Oruro.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 

pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 



estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Departamental incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el 

Gobierno Nacional y el Municipal, tambien recursos en función a los resultados y el desempeño de 

los organismos ejecutores en el Departamento de Oruro.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Departamental será la ampliación de la 

cobertura de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al 

Gobierno central la extensión de la jornada escolar, con apoyo municipal en infraestructura y 

recursos, de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en 

el mundo del trabajo e incluso tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, 

cuidado de su salud y otras necesidades.      

Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto departamental. Los serenos patrullarán las calles, 



llenando el vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se 

les dotará de vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de 

prevención del delito, que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, 

las drogas y la inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar 

de la comisión de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 

o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 



o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza en el Gobierno Departamental será el cumplimiento de su 

programa de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere 

la coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y proclives.   

Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor Gobierno Autónomo Departamental de Oruro; una casa en la que todos nos sintamos 

protegidos, que nos enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 



Bajo nuestro gobierno, en el Departamento de Oruro se respetarán escrupulosamente los derechos 

humanos de todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y 

las minorías sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la 

pluralidad de iniciativas políticas en la Asamblea Departamental y en los demás espacios de 

gobierno en los que interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA ANTEQUERA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para 

Antequera. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Antequera, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 



demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   

Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 



honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 

 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 



denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 

Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 



 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 

 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 



Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 

pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 



de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      

Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 



de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 

o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 



coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   

Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Antequera; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  



 

UN SOL PARA CARACOLLO 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Caracollo. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Caracollo, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un Caracollo mejor;  una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos enorgullezca a 

todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA CHALLAPATA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Challapata. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Challapata, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Challapata; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA EL CHORO 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para El Choro. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en El Choro, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de El Choro; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA ESCARA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Escara. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Escara, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un Escara mejor;  una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos enorgullezca a todos, 

en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA ESMERALDA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Esmeralda. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Esmeralda, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Esmeralda; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA EUCALIPTUS 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

  



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Eucaliptus. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Eucaliptus, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Eucaliptus; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA HUARI 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Huari. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Huari, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un Huari mejor; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos enorgullezca a todos, 

en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA HUAYLLAMARCA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para 

Huayllamarca. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Huayllamarca, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 



demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   

Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 



honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 

 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 



denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 

Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 



 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 

 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 



Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 

pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 



de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      

Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 



de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 

o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 



coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   

Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Huayllamarca; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  



 

UN SOL PARA ORURO 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Oruro. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Oruro, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un Oruro mejor  una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos enorgullezca a todos, 

en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA PAZÑA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Pazña. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Pazña, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Pazña; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA POOPO 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Poopo. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Poopo, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un Poopo mejor; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos enorgullezca a todos, 

en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA TOLEDO 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Toledo. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Toledo, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Toledo; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 



 

UN SOL PARA TOTORA 

 

Programa para el MUNICIPIO   

Elecciones sub nacionales de 2021 

I. DIAGNÓSTICO 

 

Los municipios en el Estado autonomista 

Tanto la Constitución como la Ley Marco de Autonomías definen la constitución de las autonomías 

departamentales, municipales, regionales e indígena-originario-campesinas, así como su 

coordinación y articulación, a fin de crear y mantener un sistema de órganos públicos territoriales 

que satisfaga la demanda de bienes y servicios públicos de la población. La expectativa era que las 



autonomías fueran el remedio de los grandes problemas del país: la pobreza, la exclusión, la no 

vertebración y la fragmentación del territorio nacional.  

Por razones ideológicas, el Estado ha reducido el régimen autonómico aprobado hace cinco años a 

la letra muerta de las normas.  No le ha entregado a los municipios las nuevas atribuciones que les 

concede la Constitución, y mucho menos ha permitido que se financien de otra manera, mediante 

un nuevo pacto fiscal. El Estado sigue esperando que los municipios “califiquen” para sus nuevas 

competencias, lo que en los hechos ha detenido el curso autonomista. 

Desarrolla así el sesgo centralista que posee la propia Constitución. Por ejemplo, ésta siempre 

entrega competencias exclusivas a los municipios “en el marco de” alguna política o ley nacional 

(art. 302.I, por ejemplo). Como estas políticas o leyes no siempre están aprobadas, en los hechos los 

municipios no pueden normar estas competencias, ni siquiera con la obligación de, después, 

adecuar sus normas a la legislación nacional que se apruebe ulteriormente. 

En otros casos, la Constitución establece que procedimientos que debieran ser competencias 

exclusivas de los municipios, como la revocatoria del mandato de los gobiernos municipales, serán 

normados por leyes nacionales. Por supuesto, estos “envíos a ley” debilitan la autonomía municipal.    

Además, la Constitución concede exactamente las mismas competencias exclusivas (planes de 

ordenamiento territorial, turismo) a diferentes autonomías, quizá porque los constituyentes 

pensaron que era necesario asignar las mismas responsabilidades a cada nivel de gobierno. El 

problema está en que en algunos casos estas competencias se solapan. Por ejemplo, si la autonomía 

departamental (gobernación) se encarga del ordenamiento territorial, es obvio que las autonomías 

sub departamentales (municipios) ya no tienen que hacerlo. Hasta ahora no se ha negociado 

detalladamente los catálogos de competencias de cada tipo de autonomía. Por otra parte, la 

Asamblea Legislativa tiene facultades para asignar a los municipios competencias adicionales, cosa 

que no ha hecho ni piensa hacer. La tendencia ha sido, por el contrario, la aprobación de leyes 



nacionales destinadas a que las normas autonómicas sobre competencias exclusivas cumplan, 

todas, los mismos parámetros y contemplen los mismos procedimientos. Este tipo de leyes no son 

compatibles con un Estado autonómico. Para uniformar las políticas sobre determinadas materias, 

las autonomías deberían llegar a acuerdos voluntarios entre sí, que sean auspiciados por el nivel 

nacional del Estado.   

Como resultado de lo señalado, no hay leyes “básicas”, es decir, generales y abiertas, que realmente 

admitan “leyes de desarrollo”. Se ha reducido la facultad legislativa de las autonomías, y entre ellas 

de los municipios, a una simple actividad de reglamentación de políticas ya especificadas por el nivel 

nacional.  

Aunque los gobiernos municipales son hoy fundamentales para el cumplimiento de las 

competencias relacionadas con el desarrollo humano (salud, educación y otras materias asociadas) 

y el desarrollo económico local, esto no ha sido expresado por la Constitución con claridad. Estas 

competencias no están incluidas en los catálogos de estas jurisdicciones.  

El artículo 302 de la Constitución da a las autonomías municipales la potestad de crear y administrar 

impuestos, pero esto se ha visto restringido y bloqueado, al extremo de que los municipios son tan 

dependientes hoy como ayer de las transferencias del nivel central, algunas de las cuales –y cada 

vez más–  no son de libre disponibilidad, es decir, no se pueden gastar en lo que los municipios creen 

que es mejor (aunque sea respetando los lineamientos generales del país). 

Hasta hora tampoco se han establecido las bases del endeudamiento de las autonomías, ni se ha 

pensado en una ley de responsabilidad fiscal. Los lineamientos deberían conjugar las necesidades 

de sostenibilidad financiera del país y el respeto a la autonomía de cada unidad territorial. Por 

ejemplo, se tendría que establecer mecanismos de pago automático de los créditos, por medio de 

descuentos de las transferencias de recursos del nivel nacional a las autonomías. Pero nada de esto 

se halla en la agenda pública, por culpa de la inclinación re centralizadora del Gobierno central. 



Tampoco se ha trabajado a fin de crear espacios en el mercado financiero en los cuales las 

autonomías pudieran emitir papeles de deuda e invertir sus excesos de liquidez (fondos fiduciarios 

y de inversión municipales). 

En lugar de una construcción flexible, adaptable y plural, al que contribuyan en igualdad de 

condiciones todas las unidades a las que la Constitución reconoce igual rango legal, el proceso 

autonomista está derivando en la construcción de un complejo aparato burocrático de control de lo 

que hacen los niveles subnacionales, en especial en el terreno financiero.   

Otro elemento que no se está cumpliendo, aunque se halle establecido en la Constitución, es la 

creación de “regiones”, es decir, territorios –mayores a los municipios y menores a los 

departamentos– que constituyen una unidad histórica, económica y cultural.  En teoría, las regiones 

pueden convertirse en “autonomías regionales” con el acuerdo del gobierno departamental al que 

pertenecen. Pero solo en la teoría, lo que constituye una importante falta, ya que las regiones son 

los espacios más adecuados para atender problemas que los municipios no pueden resolver 

actuando por separado, como la conservación de cuencas, la ejecución de proyectos productivos 

basado en recursos naturales, etc. (no debe confundirse a las autonomías regionales con las 

mancomunidades, que son entidades tanto públicas como privadas, y que deberían seguir 

funcionando de forma paralela y complementaria con las primeras).   

La aprobación de cartas orgánicas municipales por parte del Tribunal Constitucional Plurinacional, 

encargado de comprobar la constitucionalidad de las mismas, avanza muy lentamente. Por culpa de 

esto, la definición de cómo serán y cómo funcionarán los órganos de gobierno municipales, cómo 

se administrará el presupuesto, qué sistemas de investigación, operación y control se pondrán en 

marcha, todo esto ha quedado en suspenso en muchos casos y, por tanto, se sigue aplicando un 

marco legal transitorio.  

    



II. PROPUESTA 

Área económica: Contribuir a las oportunidades económicas para la gente 

El desequilibrio de los indicadores económicos que se ha producido en el último tiempo, en 

particular los déficits fiscal (de casi el 8% del PIB) y el déficit de la balanza de pago, que asciende a 

unos 2.000 millones de dólares anuales, hace tan importante que pasemos del asistencialismo (la 

entrega de beneficios por razones principalmente electorales) a la creación de nuevas capacidades 

en la población, de modo que esta pueda sostener y mejorar su tren de vida por su propia cuenta, 

sin depender del apoyo del Estado. Se trata de aprender a pescar en lugar de recibir pescados de 

manera insostenible, como ocurre ahora.   

 El mayor peso de la transformación que necesitamos debe recaer sobre la redistribución del capital 

más fácil de difundir y democratizar, que es el capital humano. Se trata especialmente de la 

educación y formación productiva de las personas, de modo que éstas adquieran capacidades que 

les permitan sistematizar, tecnificar y hacer más rentables sus actividades actuales, así como 

desarrollar ideas innovadoras.  

 Los bolivianos están preocupados por la falta de empleos que ofrezcan remuneraciones suficientes 

para vivir con dignidad. Millones de bolivianas y bolivianos informales trabajan 10 y 12 horas al día, 

sin descanso, pero aun así no obtienen un producto y luego un pago que corresponda con este 

trabajo. Aunque lo que trabajan les sirve para sobrevivir, en el fondo lo hacen “a pérdida”, si se 

compara lo que obtienen con lo que deberían recibir. 

¿Por qué entonces tantas personas (el 80% de la población laboral) tienen que trabajar en el sector 

informal? Porque no tienen alternativa. Porque es muy difícil conseguir empleos en los que se 

paguen bien. 

 Para crear este tipo de empleos, debemos encontrar la forma de pasar a más personas de 

actividades muy simples y repetitivas, como el comercio minorista, a actividades más complejas, 



que sean más productivas y rentables. Para ello debemos introducir tecnología, capital de trabajo y 

una gestión moderna en los negocios populares. 

Nuestra propuesta no es teórica, está probada en la práctica. Se basa en la experiencia de los 

Centros de Innovación y Tecnología (CITES), que se dedican a capacitar a los trabajadores menos 

calificados de modo que, luego del aprendizaje, puedan abrir negocios individuales o cooperativos, 

que sean más productivos y por tanto les ofrezcan mayores ingresos. Nosotros proponemos que el 

Gobierno Municipal inicie un programa para la instalación y financiamiento de CITES en las áreas 

más necesarias y sensibles del municipio, tomando en cuenta de que éstos ofrecen excelentes 

resultados en sectores de la economía tales como: 

o La pequeña industria (confección, cuero, carpintería, zapatería, metalmecánica), el 

apoyo a la micro y pequeña empresa para que desarrollen nuevas capacidades y 

nuevos emprendimientos para un desarrollo económico en general para Totora. 

o La agropecuaria: la transformación de la quinua, la producción de productos 

orgánicos y el cultivo de llamas. 

o El desarrollo del turismo: la capacitación de guías, la gastronomía, la creación del 

parque lúdico temático que fomentara el turismo en Totora, etc. 

o Tareas especializadas, como por ejemplo para que las cooperativas mejoren su 

productividad y respeten las normas de seguridad industrial, ambiental, etc. 

o La reinserción de los reos en la sociedad: CITES en las cárceles. 

Área de desarrollo urbano: enfrentar los nuevos problemas del crecimiento 

Las ciudades enfrentan los desafíos que genera el boom poblacional en un contexto de crecimiento. 

Aunque Bolivia sigue teniendo pocos habitantes para la extensión que tiene, la densidad 

demográfica urbana ha crecido enormemente en los últimos 50 años. El 80% de los bolivianos 

vivimos en 25 ciudades.   



Los desafíos que hay que enfrentar son muchos: a) Insuficiente provisión de servicios de todo tipo, 

desde los básicos hasta los financieros, b) escasez del transporte colectivo y explosión del parque 

automotriz privado, c) escasez de tierras urbanizables y burbujas de precios inmobiliarios, d) 

complicación de la relación entre el ciudadano, las empresas y las instituciones, que se han 

burocratizado enormemente, f) inseguridad en las calles por la proliferación de bandas juveniles, la 

ineficiencia de la Policía, y la respuesta brutal de la sociedad al aumento del crimen, cuando aplica 

“justicia por mano propia”,  g) falta de agua y saneamiento, polución y mal manejo de los residuos, 

h) nuevas plagas: alcoholismo, drogadicción y violencia intrafamiliar, en especial la dirigida contra 

la mujer. 

Frente a ello, en el campo del desarrollo urbano, las políticas imprescindibles son las siguientes: 

 El ordenamiento urbano y territorial de los municipios, a fin de mejorar las condiciones de 

habitabilidad del país y orientar los procesos de crecimiento y desarrollo de una manera 

que no deteriore la calidad de vida de las personas. El crecimiento inmobiliario debe ser 

regulado de manera que las nuevas edificaciones no terminen colapsando los servicios 

urbanos, no dejen a la población sin espacios de recreación, parqueo de vehículos, paisajes, 

y respeten el patrimonio natural y también el cultural del municipio (respeto de algunas 

edificaciones importantes por su valor histórico o estético).  

 La metropolización de los municipios ocupados por las tres grandes urbes del país, de forma 

democrática y sin crear gobiernos paralelos a los municipales. Esto permitirá eliminar las 

zonas de incertidumbre jurídica que actualmente se han creado, y que son caldo de cultivo 

de la destrucción del patrimonio natural y cultural y de la ciudad, y causa de que impere la 

ley del más fuerte en el negocio inmobiliario, con la presión que esto representa para la 

honestidad y la transparencia de los gobiernos municipales. Para ello se requiere concertar 

una política nacional y departamental. 



 El establecimiento –consensuado con los choferes privados– de sistemas colectivos de 

transporte que alejen a nuestras ciudades de los modelos urbanos contaminantes e 

inseguros de otros países de Latinoamérica, los cuales descansan en la expansión del parque 

automotor y la expansión sin fin de la mancha urbana. 

 El mejoramiento de la calidad de los servicios provistos por el Estado: los municipios deben 

ocuparse de una manera mucho más integral y profunda de la problemática de agua potable 

y saneamiento, y deben exigir que el Estado provea de los demás servicios: electricidad, 

telecomunicaciones, etc.  

 La cualificación urbana a través de la implementación de “ciudades para la vida”, en las que 

se privilegie la calidad de vida, un hábitat sostenible y se logre el equilibrio territorial por 

medio de una efectiva gestión y gobernanza urbanas. 

Área de infraestructura: Agua, electricidad, saneamiento y caminos para todos 

Se debe terminar con el marginamiento que sufren miles y muchos de bolivianos que aún no tienen 

acceso a agua potable, saneamiento básico, energía, telecomunicaciones y caminos estables. Se 

dará especial atención a las necesidades de los pueblos indígenas y comunidades campesinas con 

mayores carencias. El objetivo que guiará al Gobierno Municipal será llevar la infraestructura básica 

a todos los habitantes del territorio. Para ello la clave será el mejoramiento de la eficiencia de la 

inversión, tanto en su orientación como en su ejecución. Tendremos una lista clara de prioridades y 

las seguiremos sin tomar en cuenta las presiones políticas, y evaluaremos el trabajo del personal en 

función de su capacidad para entregar servicios a la población, en este caso, para ejecutar la 

inversión departamental con prontitud y economía. Además, incidiremos en las empresas de agua, 

electricidad y otras de carácter estatal, a fin de mejorar su desempeño. Si es necesario, 

denunciaremos con anticipación y sistemáticamente las deficiencias de estas empresas en la 

realización de los trabajos que les corresponden y necesitan. 



Área social: mejorar la educación y la salud 

Las dos piezas claves de la política estatal deberían ser la entrega de más capital a las personas, a 

través de la educación, y la conservación del capital humano existente por medio de un mejor 

sistema de salud.  

En la medida de sus posibilidades y recursos, el Gobierno Municipal debe avanzar en cuatro 

objetivos educativos fundamentales:  

a) Ampliar la cobertura del sistema educacional a los niños vulnerables de 0 a 8 años que hoy 

día están apartados de los servicios educativos.   

b) Mejorar la calidad de la enseñanza en todos los niveles. 

c) Generalizar el conocimiento del inglés y la informática e idioma nativo, instrumentos 

imprescindibles para hacer negocios con el mundo y adquirir los conocimientos de 

vanguardia. 

Para ello proponemos: 

 Creación y financiamiento de más “kinders” (de 4 a 7 años) en el municipio. 

 Llegar a un acuerdo con la universidad estatal para realizar un  programa de estimulación 

temprana para niños entre 0 y 4 años, por medio de una red de guarderías y visitas a los 

hogares. Esto contribuye también al objetivo de lograr que las madres consigan empleos 

dignos. 

 Crear un  programa de inglés e informática para jóvenes, que servirá también como medida 

para atacar la inseguridad ciudadana. 

 Creación de un programa de almuerzo escolar. 

 Creación de una red de bibliotecas públicas que permitan la concentración y el acceso 

inmediato del público a los fondos bibliográficos existentes y de otros que se crearán con 

adquisiciones directas. Campaña continua de promoción de la lectura. 



 Creación de un programa de evaluación continua de la educación municipal en todos sus 

niveles.  

 Reforma integral de la práctica deportiva amateur mediante la organización una red de 

instituciones bien financiadas que administren los escenarios y creen escuelas de 

promoción de los principales deportes que se practican en el municipio.   

 Incentivo de las dos dimensiones de la práctica deportiva: la competitiva, es decir, la 

participación digna de nuestros deportistas en encuentros nacionales e internacionales; y 

la recreativa, para mejorar los índices de salud y bienestar de los bolivianos. 

En salud proponemos: 

o Fortalecer el fondo de recursos municipales destinados al pago de los seguros de 

salud actuales, a fin de que financie la compra de equipamiento médico y 

medicamentos necesarios en el municipio.  

o Crear un fondo para apoyar a los pacientes pobres con enfermedades graves (covid 

19, cáncer, insuficiencia renal, enfermedades inmunológicas y degenerativas).  

o Contención del virus del covid , mediante la vacuna gratuita rápidamente  

o Contención la epidemia del cáncer de útero y de mamas, mediante una campaña 

de vacuna del papiloma humano y la realización gratuita de mamografías a todas 

las mujeres, sin importar su edad.  

o Prohibición a las clínicas privadas de rechazar a enfermos agudos que soliciten 

atención. Creación de un fondo para resarcir las atenciones de emergencia, de 

acuerdo a un reglamento especial. 

Área de género: empoderamiento y protección de las mujeres 

 El protagonismo de la mujer en la vida política, económica y social es una tendencia irreversible. 

Los cambios sociales ya no son posibles sin tomar en cuenta la dimensión de género. La tarea 



pendiente es transformar esa presencia en capacidad de decisión e influencia efectivas, es decir en 

empoderamiento real. El cambio cultural que falta en Bolivia es asumir que un cambio en la 

condición de vida de la mujer ha de tener como principal sujeto a las propias mujeres, tomando 

decisiones y responsabilidades en los diferentes ámbitos de la vida nacional; esto es, construyendo 

de su propio liderazgo en la sociedad.   

El Estado tiene que retomar con determinación su papel en la lucha contra el flagelo de la violencia 

en la familia. Los autores de estos delitos tienen que ser castigados con todo el rigor de la ley. Frenar 

estos delitos y dar protección a las víctimas, es una labor primordial de la Policía, la Justicia y la 

administración gubernamental en todos sus niveles.  

Para reforzar los programas de lucha contra la violencia doméstica se requiere de una estrecha 

colaboración entre el gobierno nacional y los gobiernos departamentales y municipales así como  la 

activa participación de organizaciones de mujeres e instituciones de desarrollo social. Desde el 

Gobierno Municipal incentivaremos esta clase de programas, coordinando acciones con el Gobierno 

Nacional y el Departamental y también asignando recursos en función a los resultados y el 

desempeño de los organismos ejecutores en el municipio.  

A partir de la evidencia de que la carga del cuidado (de los hijos, ancianos y personas discapacitadas) 

sigue distribuyéndose desigualmente entre los sexos y se concentra en la mujer, es necesario 

colectivizar el trabajo, con una mayor participación del Estado en la provisión de la “economía del 

cuidado”. Así, un pilar de la política social del Gobierno Municipal será la ampliación de la cobertura 

de guarderías y centros de educación pre-escolar, como ya dijimos; demandaremos al Gobierno 

central la extensión de la jornada escolar, con apoyo departamental en infraestructura y recursos, 

de tal manera que las mujeres puedan disponer de mayor tiempo para desenvolverse en el mundo 

del trabajo e, incluso, tener un tiempo propio para su propia formación y capacitación, cuidado de 

su salud y otras necesidades.      



Área de seguridad ciudadana: creación y expansión de los serenazgos 

Se necesita una verdadera política de Estado en el área de seguridad, a la que el Gobierno Municipal 

puede contribuir con ideas y con apoyo financiero y logístico. 

En ese marco, nuestro principal objetivo en este campo será crear un cuerpo de serenos (sistema 

de seguridad vecinal) en todos los barrios. Estos serenos serán capacitados para que hagan respetar 

escrupulosamente los derechos de los ciudadanos, al mismo tiempo que vigilan efectivamente las 

calles, y serán pagados con el presupuesto municipal. Los serenos patrullarán las calles, llenando el 

vacío actualmente dejado por la burocratización y la falta de recursos de la Policía; se les dotará de 

vehículos y radios de comunicación, y se les alojará en los centros vecinales de prevención del delito, 

que en el día funcionarán para coordinar las campañas contra el alcoholismo, las drogas y la 

inseguridad. La misión de los serenos será disuadir la realización de delitos e informar de la comisión 

de ellos de inmediato a las autoridades. 

Causa una gran impotencia ver a tantos jóvenes, y a tantos padres e incluso madres de familia, 

desperdiciando su vida en los bares, bebiendo cantidades enormes de alcohol en las fiestas y los 

bailes, conduciendo borrachos y causando accidentes fatales, llegando borrachos a casa y 

golpeando a sus mujeres y sus hijos, a veces matándolos.  El alcoholismo le quita al país sus recursos 

humanos, su capacidad de trabajar y crear, y es la principal causa de violencia familiar, feminicidio, 

maltrato infantil, así como de la delincuencia de los jóvenes. Casi siempre los criminales son hijos 

de padres alcohólicos. 

Esta es la forma en que la gente de a pie vive el problema de la inseguridad. Por eso es necesario 

enfocar la lucha contra ella, que por supuesto tiene muchos componentes, desde el punto de vista 

de una batalla contra el alcoholismo y por recomponer las relaciones familiares que se están 

perdiendo. Frente a ello: 

o Debemos educar a los jóvenes y a sus padres sobre los riesgos del alcohol. 



o Para que los jóvenes no beban debe tener otras tareas productivas que cumplir. 

Usaremos los centros de serenos y otras instalaciones municipales para ofrecer a 

los jóvenes actividades alternativas productivas, sobre todo la enseñanza del inglés 

y la informática e idioma nativo, la práctica del deporte y el arte, y la creación de 

bibliotecas barriales. 

o Daremos prioridad a los centros de protección a las mujeres y los niños abusados y 

golpeados, y fortaleceremos a las secciones policiales encargadas de cumplir la 

legislación de defensa de la mujer y la familia. 

Estas medidas deben ser parte de un Acuerdo Nacional por la Seguridad Ciudadana. La seguridad 

ciudadana es un objetivo nacional que debe convocar a todos los bolivianos.   

Área ambiental: crecer sin destruir 

Todas las medidas que tomemos para acelerar el desarrollo deben subordinarse a las necesidades 

de la naturaleza, porque si ella no es saludable, la sociedad también enferma. Respetaremos 

escrupulosamente la legislación sobre medio ambiente, parques nacionales y territorios indígenas; 

regularemos el crecimiento urbano con criterios ambientales y de preservación cultural,  y 

consideraremos la contaminación como el crimen que es, a fin de llevar a sus responsables, sean 

éstos los que fueran, a los tribunales civiles y penales. 

Área política: Relaciones con el Gobierno central y el Gobierno departamental, derechos humanos 

y no discriminación  

La primera prioridad de esta alianza  en el Gobierno Municipal será el cumplimiento de su programa 

de gobierno y la satisfacción de las necesidades de las familias bolivianas. Esto requiere la 

coordinación y el trabajo conjunto con el Gobierno central y el Gobierno departamental, a la que 

estaremos abiertos y  proclives.   



Los bolivianos somos hermanos. La diversidad de nuestra población no es un obstáculo, sino una 

oportunidad y una riqueza. Sólo trabajando juntos podremos salir de la pobreza y construir una 

sociedad de iguales. No caigamos en el juego de los ataques y la agresión, y optemos por construir 

Un mejor municipio de Totora; una casa en la que todos nos sintamos protegidos, que nos 

enorgullezca a todos, en la que todos tengamos oportunidades de vivir mejor. 

Bajo nuestro gobierno, en el municipio se respetarán escrupulosamente los derechos humanos de 

todos los ciudadanos, y las normas y principios de no discriminación a los indígenas y las minorías 

sexuales. Crearemos un ambiente político de tolerancia a la crítica y de respeto a la pluralidad de 

iniciativas políticas en el Concejo Municipal y en los demás espacios de gobierno en los que 

interactuemos con la oposición local.  

 


